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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

  SALA DE DECISIÓN N° 5 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

Pereira, diecisiete de septiembre de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. No 66001-31-18-002-2009-00124-01
Acta N° 475.
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Luis Emilio Arenas Loaiza contra la sentencia de 21 de julio de 2009, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento, en la acción de tutela que promovió frente a la Red de Solidaridad, Acción Social, Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada -SNAIPD- y a la que se vinculó el Fondo Nacional de Vivienda.
ANTECEDENTES

En confuso escrito, expuso el accionante que pertenece a la “Fundación La Esperanza de un Pueblo”, creada para orientar a sus miembros que son originarios de diferentes sitios del país y se encuentran en situación de desplazamiento en esta ciudad junto a sus familias; que en busca de “proteger nuestros derechos fundamentales, como o son (sic): la vida, la integridad física, la seguridad, la salud, unidad familiar y además por las condiciones de vulnerabilidad manifiesta en la (sic) que nos encontrábamos, en el conflicto armado interno de nuestro país, nos vimos en la necesidad de abandonar nuestro lugar de origen”; que a algunos no se les ha entregado la ayuda humanitaria y a otros solamente la primera, a pesar de haber reiterado su solicitud, y que también solicitaron ayuda para vestuario “ya que estamos siendo excluidos… nuestra condición es critica”.
Continuó su demanda con la afirmación de que piden-los miembros de la fundación- “se nos beneficie con la entrega de la ayuda humanitaria tal como está establecido recientemente en la sentencia 278 de 2007” por lo que presentaron un derecho de petición “para litigar (sic) el estado de vulnerabilidad en que se encuentran las familias desplazadas el cual radicamos el 25 de agosto de 2007 en la presidencia de la republica (sic) oficina de correspondencia”, la respuesta fue que se realizaría una visita en sus domicilios la cual no se ha hecho y “la sentencia 278 no contempla visitas para la entrega de ayudas”.
Instó, en consecuencia, a declarar que la “RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL/ACCIÓN SOCIAL ha hecho violación a la sentencia C-278 del 2007”(sic) y, a ordenar “que sea incluido en ayuda humanitaria en los términos nombra la honorable corte constitucional en la sentencia C-278 del 2007”(sic).
El libelo se admitió por auto de 8 de julio de 2009 en el que se dispuso además de correr traslado a la demandada, vincular a Fonvivienda, y se advirtió “a los accionados (sic) que si los informes no fueren rendidos dentro de los términos establecidos, se tendrán por ciertos los hechos expuestos en el escrito de tutela”. 
Inicialmente se pronunció Comfamiliar, Risaralda, para poner de presente que no es el competente para entregar subsidios de vivienda a la población desplazada, por motivo de que aunque no se dispuso su vinculación, la notificación que debía dirigirse a Fonvivienda se entregó en sus instalaciones. Una vez bien dirigida la comunicación el Fondo Nacional de Vivienda se pronunció para manifestar que a pesar de que es la entidad que el Estado dispuso para que  “dirija y ejecute la política de satisfacción de la necesidad de vivienda en condiciones dignas para la población menos favorecida mediante la asignación de subsidios de vivienda de interés social” no puede desconocerse que “el derecho a la vivienda es un derecho de naturaleza prestacional… objeto de un desarrollo legal preestablecido que es prestado por la administración, y por tal razón su satisfacción se ve, necesariamente limitada por los recursos disponibles para tal fin”; que el demandante participó en la convocatoria del año 2007 para la asignación de subsidios para vivienda habiendo calificado para ello; que a la fecha el Gobierno mediante dos procesos de asignación de la referida convocatoria ha entregado “treinta y cinco mil ochocientos treinta y cuatro subsidios familiares de vivienda” y en la medida “en que se vayan apropiando los recursos se asignarán los subsidios… a los hogares que se encuentran en estado de “calificados”” por lo que Luis Emilio Arenas Loaiza no tendrá necesidad de postularse nuevamente “pues les (sic) serán asignados los Subsidios Familiares de Vivienda en la medida en que se vayan apropiando los recursos para tal fin, siendo asignados de conformidad con el orden obtenido en la calificación, tal asignación se hará hasta entregarle el Subsidio Famita de Vivienda al último de los postulantes que se encuentran en tal estado”. Por último hizo referencia al auto 008 de 2009 dictado por la Corte Constitucional en el que “se ordena a todos los organismos intervinientes rediseñar la política de vivienda de interés social que adelanta el Gobierno Nacional para esta población especial, teniendo como  fecha para su presentación e implementación hasta el 31 de agosto de 2009; procedimiento que se cumple en forma permanente a fin de obtener los mejores resultados para satisfacer sus necesidades habitacionales” y pidió “que la pretensión de amparo no prospere, pues en ningún momento… ha vulnerado o amenaza derecho fundamental alguno al accionante, toda vez que no se ha dirigido acción u omisión con tal pretensión”.
El Juzgado a quo desechó las pretensiones de quien demanda, pues estimó que como “se extracta fácilmente de la actuación y de las pruebas anexadas al expediente, la entidad demandada ACCIÓN SOCIAL, ha venido adelantando las diferentes actuaciones administrativas propias del trámite de la entrega integral de Atención Humanitaria de Emergencia prevista para la población desplazada, conforme al procedimiento que tanto la Ley como la Jurisprudencia Constitucional, pues como lo reconoce el mismo accionante ya recibió la ayuda de emergencia inicial y así mismo es bueno aclarar que el proceso para acceder al beneficio de la vivienda, requiere de un trámite especial que se adelanta en coordinación con el Ministerios (sic) de Ambiente y Desarrollo Territorial, de tal forma que el amparo constitucional por vía de tutela solo se abre paso si se detecta un error grosero que abrupta y palmariamente cercene el ordenamiento y vulnere los derechos Fundamentales del actor… situación que no se avisora (sic) en el presente caso”.

En término impugnó el interesado para  reiterar que su reclamo “es únicamente la prorroga de ayuda humanitaria, ya que soy cabeza de núcleo familiar compuesto por 5 personas en total, incluyendo entre ellos un niño menor de edad”, y aclara que aunque Acción Social le ha ayudado, ha sido de manera “insuficiente y tardada y que no pueden asegurar tales coordinadores que mi situación está superada y no es critica” (sic).
  



CONSIDERACIONES

   



Para comenzar, no se evidencia de las pruebas arrimadas al proceso, que el aludido derecho de petición relacionado con la prórroga de los beneficios haya sido presentado a la entidad demandada, ya que a folios 6 y 7 del cuaderno de primera instancia, reposa un documento que además de no tener fecha, no contiene nota de recibido por parte de la accionada,  a lo que se agrega que iba dirigido a una autoridad diferente, esto es, al Presidente de la República, desconociendo que la Red de Solidaridad, ACCIÓN SOCIAL, Sistema Nacional de Atención Integral de Población Desplazada -SNAIPD- es un establecimiento público del orden nacional dotado de personería jurídica y autonomía administrativa (Art. 2°, D. 2467 de 2005), lo que indica que como persona jurídica independiente, cualquier solicitud debe dirigírsele de manera directa, pues lo contrario impide predicar que ha cercenado derecho alguno relacionado con la prórroga de beneficios incoada por el accionante. 





En todo caso, como en lo que ha estado al alcance de Acción Social de conformidad con la Ley 387 de 1997 “por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la Republica de Colombia” no aparece probado lo deficiente de su gestión, afirmación respaldada por el libelista cuando en su declaración manifestó: “no niego que ya me hicieron la entrega de la primera ayuda humanitaria de emergencia”, no podría venir a declarase con sustento en hechos que no aparecen probados en el expediente, que se haya rehusado a prestarle atención humanitaria.  Si la ley marca un período de ayuda de tres meses
, con posibilidades de ser prorrogado en cuanto subsistan las condiciones que le dieron origen atendiendo la sentencia C-278 de 2007, citada en el escrito de tutela, ello sólo puede conseguirse cuando la entidad encargada de suministrar la asistencia verifique adecuadamente que sí se dan las circunstancias para su entrega. No hacerlo podría implicar, por el contrario, un desmedro económico para otros pobladores, desplazados también, que puedan estar en espera de que se les dé el apoyo humanitario que manda la ley. 




Si bien es cierto que como el artículo  20 del Decreto 2591 de 1991 establece que cuando la entidad requerida no rinde el informe dentro del plazo que para el efecto se le otorga deben tenerse por ciertos los hechos y resolverse de plano la demanda
, podría llegar a interpretarse que en consecuencia del silencio de Acción Social en este trámite, no quedaría camino diferente al de conceder el amparo pedido. No es procedente para este caso en particular actuar de tal manera si en cuenta se tiene, además de la situación anotada con respecto al derecho de petición que obra en el expediente, la falta de concreción de los hechos contenidos en el libelo puesto que se hacen aseveraciones como que “A algunos de nosotros nos han entregado la ayuda humanitaria, mientras que a otros solamente se nos ha entregado la primera ayuda únicamente, a pesar de haber insistido una y otra vez en la solicitud”, entonces, ¿qué puede presumirse cierto con respecto a la situación del demandante?. Y aún cuando es claro que lo pretendido por él es que se le otorgue el auxilio en las condiciones dispuestas por la sentencia C-278 de 2007, la decisión anunciada tiene sustento en que la Honorable Corte Constitucional ha dicho que:

“La consagración de la presunción de veracidad obedece al desarrollo del principio de inmediatez, propio de la acción de tutela, y se dirige a obtener la eficacia de los derechos fundamentales y el cumplimiento de los deberes constitucionales. La presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del decreto 2591 de 1991 no puede constituirse en la patente de corso para conceder todo lo solicitado por el demandante del amparo. Dicha presunción sólo puede aplicarse en cuanto se circunscribe a la competencia del juez de tutela.  Lo contrario supondría el desconocimiento de los principios en que se funda el Estado Social de Derecho.”




Así pues, conceder el amparo constitucional en los términos reiterados por el señor Arenas Loaiza, implicaría fácilmente como ya se indicó, un desmedro económico para otros pobladores, desplazados también, que puedan estar en espera de que se les dé el apoyo humanitario y que lo hubieran solicitado de manera adecuada, lo que a la postre, desconocería entre otras cosas, que esta clase de peticiones deben despacharse en orden cronológico y previa evaluación de la necesidad de ayuda en cada caso concreto
. Lo que indica que debe respaldarse la denegación que de la presente acción de tutela hizo la Juez a-quo. 


                     DECISIÓN

                                               Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión N° 5 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes el 21 de julio pasado, en esta acción de tutela que Luis Emilio Arenas Loaiza le promovió a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. 





     Entérese a los intervinientes de esta decisión en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.  Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ




             Magistrado

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
              Magistrada
LEONEL ROGELES MORENO
                Magistrado
     (con salvamento de voto)









�ARTICULO 15. DE LA ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Una vez se produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones inmediatas tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas. 


En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garantizarán el libre paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento nacional e internacional a la población desplazada y el establecimiento de oficinas temporales o permanentes para la defensa y protección de Derechos Humanos y el cumplimiento de las normas del Derecho Internacional Humanitario.


Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades estatales y gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales. 


El Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos punibles que condujeron al desplazamiento. 


PARAGRAFO. A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) más ( Los apartes subrayados fueron declarados inexequibles por la Sentencia C-278 de 2007. M.P.Doctor: Nilson Pinila Pinilla.. 





� Consecuencia sobre la que en al auto admisorio de la demanda, se advirtió a las entidades accionada y vinculada. Cfr., f.11,c.1.


� Sentencia T-392 de 1994. M.P. Doctor: Jorge Arango Mejía


� Sentencia T-496 de 2007. M.P. Doctor: Jaime Cordoba Triviño
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